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En el presente Informe Jurídico se analiza el proceso penal respecto al delito contra La vida, el 

Cuerpo y la salud, Homicidio calificado con alevosía, tipificado en el artículo 108° inciso 3 del 

código penal. 

En atención a ello, se tiene entonces que el expediente penal materia de análisis se origina en 

virtud al hecho perpetuado el día 25 de junio de 2011 aproximadamente a las 2 y 40 am donde el 

sr. V. H. C. se acercó a la comisaria de Hunter a denunciar el posible homicidio de su hermana J. 

H. D. Q., quien habría sido víctima por su conviviente F. R. C. H., es así que por la noticia 

criminal, la Fiscalía abrió investigación preparatoria, dictándose contra el imputado la medida 

coercitiva de prisión preventiva. Asimismo, luego de culminada la etapa de investigación 

preparatoria, la Fiscalía a cargo formuló acusación contra F. R. C. H. por el delito de Parricidio 

con solicitud alternativa de tipificación por el delito de homicidio calificado con alevosía, en 

agravio de J. H. C., solicitando se le imponga 25 años de pena privativa de libertad y al pago de 

trescientos mil nuevos soles por concepto de reparación civil a favor de los herederos legales de 

la agraviada. Asimismo el cual el Juez de investigación preparatoria emite el auto de 

enjuiciamiento mediante el cual declaró haber merito para pasar a juicio oral, contra el acusado, 

señalando fecha para el juicio oral; el mismo que se desarrolló en sesiones a cargo del Juzgado 

penal colegiado de la Corte Superior de Arequipa, es así que se dictó la sentencia, la cual falla 

condenando a F. R. C. H. como autor del delito de Homicidio con Alevosía, en agravio de J. H. 

C., imponiéndole 20 años de pena privativa de libertad, y fijando en cien mil nuevos soles la 

suma por concepto de reparación civil que deberá abonar el sentenciado a favor de los 

herederos legales de la agraviada. Ante ello, el ministerio público, la defensa del actor civil y el 

sentenciado F. R. C. H., interpusieron Recurso de Apelación, fundamentando sus diversas 

pretensiones. Siendo concedido y elevado los actuados a la Primera Sala Penal de Apelaciones 

de Arequipa. Es así que la Primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia 

de Arequipa emitió sentencia de vista mediante el cual declaró; Infundada la apelación 

interpuesta por el sentenciado, infundada la apelación interpuesta por los actores civiles y 

fundada en parte la apelación interpuesta por el Ministerio Público, por lo que revocó la 

sentencia, en cuanto impone veinte años de pena privativa de libertad reformándola por veintidós 

años de pena privativa de libertad efectiva, confirmando el monto de la reparación civil en la 

suma de cien mil nuevos soles.  Finalmente, ante la sentencia de vista el sentenciado interpuso 

recurso de casación, mediante el cual la Primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior 

de Justicia de Arequipa declaró improcedente el recurso de casación interpuesto por el 

sentenciado F. R. C. H. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCESO O PROCEDIMIENTO 

El 25 de junio del 2011, aproximadamente a las 2:40 a.m., el señor V. L. C. H. C. se 

apersonó a la Comisaría de Hunter a fin de denunciar el presunto homicidio de su 

hermana J. H. D. Q. quien habría sido victimada por su conviviente F. R. C. H. Conocida 

la noticia criminal, efectivos de la policía en compañía del denunciante abordaron una 

patrulla de la dependencia policial y se constituyeron en el inmueble de la víctima, 

ubicado en la calle Dunker La Valle N° 210-A-Hunter, advirtiendo la ausencia de 

personas en el interior, así como las puertas de entrada cerradas. Luego de una 

maniobra del denunciante, los agentes de la policía lograron abrir las puertas y acceder 

a la vivienda. Examinando el establecimiento, observaron un dormitorio muy 

desordenado donde hallaron el cadáver de J. H. D. Q. tendido en el suelo en posición 

cúbito dorsal con un cordel de ropa amarrado en el cuello. Como consecuencia, los 

efectivos de la policía procedieron a aislar la escena del delito para así comunicar a la 

Fiscalía Provincial Penal de Turno, peritos de Criminalística y personal de la Dirección 

de Homicidio de la Policía.  

En mérito a lo acontecido, se procedió con las diligencias preliminares donde se 

recabaron: el acta de reconocimiento físico-fotográfico realizado con el testigo J. L. Q. 

H., el acta de reconocimiento físico-fotográfico realizado con la testigo O. Q. H., el acta 

de reconocimiento físico-fotográfico realizado con la testigo C. H. C., el acta de 

reconocimiento físico que personal policial realizó con la prenda (gorro) que se 

reconoce que llevaba puesta el imputado, el acta de reconocimiento físico que personal 

policial realizó con la prenda (camisas) que se reconoce que llevaba puesta el 

imputado, el acta de reconocimiento físico que personal policial realizó con la prenda 

(zapatos) que se reconoce que llevaba puesto el imputado, acta de levantamiento de 

cadáver que indica como causa de muerte “asfixia mecánica por estrangulamiento”, las 

declaraciones de J. L. Q. H., C. H. C., acta de recepción de prendas recogidas por la 

PNP en el lugar de los hechos que son de propiedad de F. R. C. H. y presentan 

manchas pardo oscuras (aparentemente sangre), el informe pericial de necropsia 

médico legal que consigna el diagnóstico de muerte de la occisa J. H. C.. 

Atendiendo a los elementos recabados durante las diligencias preliminares, la Primera 

Fiscalía Penal de Hunter, con fecha 9 de julio del 2011, dispuso la formalización y 

continuación de la investigación preparatoria por el plazo de 120 días contra F. R. C. H. 

por el delito de homicidio en la modalidad de parricidio, previsto en el artículo ciento 

siete del Código Penal, en agravio de los herederos legales de quien en vida fue J. H. 



C., en la vía del proceso común. Asimismo, dispuso la actuación de determinadas 

diligencias.  

Dentro del término del plazo de investigación preparatoria, la Primera Fiscalía Penal de 

Hunter requirió mandato de prisión preventiva por el término de seis meses en contra 

del imputado F. R. C. H. por el delito de parricidio conforme con lo regulado en el 

artículo doscientos sesenta y ocho del Código Procesal Penal. 

El 11 de julio del 2011, el Juzgado de Investigación Preparatoria de Hunter instaló la 

audiencia de prisión preventiva en contra del imputado F. R. C. H. Concluida la 

audiencia, el Juzgado emitió la Resolución N.° 2 mediante el cual declaró fundado el 

requerimiento de prisión preventiva formulado por el Ministerio Público y dispuso una 

prisión preventiva por el plazo de nueve meses.  

Con fecha 8 de agosto del 2011, F. O. Q. H., J. L. Q. H. y N. M. Q. H., hijos y sucesores 

declarados de J. H. C., solicitaron su constitución en actores civiles a efectos de ejercer 

la acción reparatoria, en atención a los artículos noventa y ocho, y cien del Código 

Procesal Penal.  

El 24 de agosto del 2011, el Juzgado de Investigación Preparatoria de Hunter instaló la 

audiencia pública a fin de atender a la solicitud de constitución en actores civiles 

presentado por F. O. Q. H., J. L. Q. H. y N. M. Q. H.. Finalizada la audiencia, el Juzgado 

emitió la Resolución N.° 2 mediante la cual declaró fundada la constitución de actor civil 

planteada por los solicitantes a quienes nombró actores civiles dentro de la 

investigación preparatoria por el delito de parricidio en contra de F. R. C. H. en agravio 

de J. H. C., otorgándoles las facultades que establece el artículo cien y siguientes del 

Código Procesal Penal.  

Con fecha 31 de agosto del 2011, los actores civiles solicitaron la imposición de una 

medida cautelar de embargo en la forma de inscripción en contra del investigado F. R. 

C. H., en atención al artículo trescientos tres del Código Procesal Penal. La solicitud fue 

atendida mediante Resolución N.° 01-2011, del 9 de setiembre del 2011, mediante la 

cual el Juzgado de Investigación Preparatoria de Hunter dictó medida cautelar de 

embargo en forma de inscripción a favor de los actores civiles, la misma que recayó en 

los derechos de copropiedad que tiene F. R. C. H. 

Mediante Disposición N.° 4-2012, emitida el 24 de enero del 2012, la Primera Fiscalía 

Provincial Penal de Hunter dispuso la conclusión de la investigación preparatoria y, 

atendiendo a su estado, puso los autos a Despacho a efecto de formular el 

correspondiente requerimiento fiscal.  



De acuerdo con lo previsto en el segundo inciso del artículo trescientos cincuenta y dos 

del Código Procesal Penal, la Primera Fiscalía Provincial Penal de Hunter formuló 

requerimiento de acusación contra F. R. C. H. por la comisión del delito contra la vida, el 

cuerpo y la salud, —parricidio—, previsto en el artículo ciento siete del Código Penal, 

concordante con el artículo veintitrés del mismo cuerpo de leyes, y como tipificación 

alternativa por el delito contra la vida, el cuerpo y la salud, —homicidio calificado con 

alevosía—, previsto en el tercer inciso del artículo ciento ocho del Código Penal en 

agravio de J. H. C.. En ese sentido, solicitó se imponga al acusado una sanción 

ascendente a veinticinco años de pena privativa de libertad. 

Con fecha 14 de marzo del 2012, el Juzgado de Investigación Preparatoria de Hunter 

instaló la audiencia de control de la acusación. Con fecha 15 de marzo del mismo año, 

el Juzgado declaró fundado en parte el requerimiento fiscal en cuanto al cómputo del 

plazo de prisión preventiva comprendida desde el veinte de febrero al siete de marzo 

del año en curso y del siete de marzo al catorce de marzo del año en curso; ordenando 

no sea computable el plazo de prisión preventiva desde el siete de marzo al catorce de 

marzo del año en curso.  

Mediante Resolución N.° 4-2012, emitida el 15 de marzo del 2012, el Juzgado de 

Investigación Preparatoria de Hunter declaró infundada la oposición planteada por la 

defensa técnica del imputado F. R. C. H. respecto de la prueba ofrecida por el Ministerio 

Público.  

Mediante Resolución N.° 5, emitida el 15 de marzo del 2012, se declaró saneada la 

acusación fiscal y, consecuentemente, se dictó auto de enjuiciamiento en contra de F. 

R. C. H., como autor de la presunta comisión del delito de parricidio, previsto en el 

artículo ciento siete del Código Penal, concordante con el artículo veintitrés; y como 

tipificación alternativa por el delito de homicidio calificado previsto en el tercer inciso del 

artículo ciento ocho del Código Penal, en agravio de J. H. C., solicitando la imposición 

de veinticinco años de pena privativa de libertad, el pago de reparación civil de 

trescientos mil nuevos soles que deberán abonar a favor de la sucesión intestada de la 

agraviada. Asimismo, se admitieron los medios de prueba del Ministerio Público 

detallados en el presente auto, así como los medios de prueba de la defensa técnica 

también consignados en la citada resolución.  

Con fecha 26 de marzo del 2012, el Juzgado Penal Colegiado emitió la Resolución N.° 1 

mediante la cual señaló fecha y hora para la audiencia de juicio oral. 



El juicio oral se desarrolló a lo largo de tres sesiones siendo que, con fecha 26 de abril 

del 2012, el Juzgado Penal Colegiado B de la Corte Superior de Justicia de Arequipa 

procedió con la lectura de la sentencia la cual falló: 

1. DECLARANDO a F. R. C. H., […], AUTOR del delito contra la vida, el 

cuerpo y la salud, en la modalidad de homicidio calificado con 

alevosía, previsto en el artículo 108, inciso 3, del Código Penal […], 

en agravio de J. H. C..  

2. En consecuencia, le imponemos veinte años de pena privativa de la 

libertad con el carácter de efectiva, […].  

3. FIJAMOS el monto de la reparación civil, en la suma de cien mil nuevos 

soles, que deberá ser cancelado por el sentenciado a favor de sus 

herederos legales de la agraviada J. H. C., constituidos en actor civil.  

Luego del acto de lectura, el Colegiado le preguntó al representante del Ministerio 

Público si se encontraba conforme con la sentencia a lo cual expresó que interponía 

recurso de apelación. De igual forma fue preguntado el abogado del actor civil y el 

abogado defensor del sentenciado quienes interpusieron recurso de apelación contra la 

decisión del Colegiado. Atendiendo a las respuestas, el Colegiado exhortó a las partes a 

que cumplan con fundamentar sus medios impugnatorios dentro del plazo de ley 

concluyendo la audiencia.  

Con fecha 7 de mayo del 2012, la defensa técnica del sentenciado cumplió con 

fundamentar su recurso de apelación dentro del plazo legal. El recurso fue concedido 

mediante Resolución N.° 3-2012, emitida el 8 de mayo del mismo año, elevándose los 

actuados a la Sala Superior de Apelaciones.  

De igual manera, el abogado de los actores civiles, así como el representante del 

Ministerio Público cumplieron con fundamentar sus recursos de apelación dentro del 

plazo legal. La apelación presentada por el abogado del actor civil fue concedida 

mediante Resolución N.° 4-2012, emitida el 25 de mayo del 2012; mientras que la 

apelación de la Fiscalía fue concedida mediante Resolución N.° 5-2012, emitida en la 

misma fecha que la resolución anterior.  

Con fecha 24 de julio del 2012, la Sala Penal de Apelaciones emitió la Resolución N.° 5 

mediante la cual convocó a las partes procesales a la audiencia de apelación de 

sentencia, fijando fecha y hora para la referida audiencia.  



Las audiencias de segunda instancia se desenvolvieron en seis sesiones siendo que 

con fecha 7 de diciembre del 2012 se procedió a dar lectura a la parte resolutiva de la 

sentencia de vista cuyo contenido es el siguiente:  

1) DECLARA: INFUNDADA la apelación propuesta por la defensa del 

procesado […] sobre nulidad de la sentencia; infundada por la 

apelación propuesta por los actores civiles, […], sobre incremento del 

monto de reparación civil y fundada en parte la apelación interpuesta 

por el representante del Ministerio Público en el extremo de la pena 

impuesta.  

2) CONFIRMA: La sentencia […] que declara a F. R. C. H. autor del delito 

[…] homicidio calificado con alevosía […].  

3) REVOCA: La sentencia, en cuanto le impone VEINTE AÑOS de pena 

privativa de la libertad con carácter de efectiva; reformándola en tal 

extremo le imponemos la pena de VEINTIDÓS AÑOS de pena privativa 

de libertad efectiva, […]. 

4) CONFIRMA: La misma sentencia, en cuanto fija el monto de la 

reparación civil en la suma de cien mil nuevos soles, […].  

Con fecha 14 de enero del 2013, el sentenciado interpone recurso de casación 

invocando el recurso de casación excepcional para el desarrollo de doctrina 

jurisprudencial, en mérito al cuarto inciso del artículo cuatrocientos veintisiete. 

Asimismo, postuló las causales de casación previstas en el primer y segundo inciso del 

artículo cuatrocientos veintinueve del Código Procesal Penal.  

Finalmente, mediante Resolución N.° 13, emitida el 23 de enero del 2013, la Sala Penal 

de Apelaciones resolvió:  

a) DECLARAR IMPROCEDENTE el recurso de casación interpuesto por el 

investigado F. R. C. H. contra la sentencia de vista de fecha siete de 

diciembre del dos mil doce […],  

b) DISPONER la devolución del presente cuaderno al Juzgado de origen 

con la debida nota de atención, […]. 

 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 



1. Sobre la calificación jurídica del hecho delictivo 

 

IDENTIFICACIÓN 

El requerimiento acusatorio del Ministerio Público comprendió dos calificaciones 

jurídicas con relación al hecho imputado a F. R. C. H. Como imputación principal, se 

consideró al tipo penal de parricidio; mientras que alternativamente se consideró al de 

homicidio calificado con alevosía. Culminada la etapa de juzgamiento, el Colegiado, 

luego de analizar las posturas de las partes con relación a los hechos suscitados, 

concluyó que la conducta del acusado no se adecuaba al tipo penal de parricidio y, por 

ende, lo sentenció como autor del delito de homicidio calificado con alevosía. A partir de 

dicha decisión, consideramos pertinente analizar ambos tipos penales a fin de conocer 

cuál fue el que ciertamente se configuró en el presente caso.  

 

ANÁLISIS 

El evento criminal materia de análisis comprendió el homicidio de J. H. C. quien fue 

encontrada sin vida en la vivienda que compartía con su conviviente, F. R. C. H. quien 

la habría asfixiado con un soguilla. Con los primeros recaudos, el Ministerio Público 

inició la investigación por el presunto delito de parricidio previsto en el artículo 107 del 

Código Penal el cual establece que:  

 

Artículo 107.  

El que, a sabiendas, mata a su ascendiente, descendiente, natural o 

adoptivo, o a su cónyuge o concubino, será reprimido con pena privativa de 

libertad no menor de quince años1. 

 

Dispuesta la conclusión de investigación preparatoria, la Fiscalía formuló su 

requerimiento acusatorio en la cual, además de calificar la conducta del imputado como 

delito de parricidio, alternativamente también consignó el tipo penal de homicidio 

calificado con alevosía previsto en el tercer inciso del artículo 108 del Código Penal el 

cual establece que:  

Artículo 108.  

Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de quince años el 
que mate a otro concurriendo cualquiera de las circunstancias siguientes: 

 […] 

                                                           
1
  Vigente al momento del evento criminar que, según el expediente, aconteció el 25 de junio del 

2011.  



 3. Con gran crueldad o alevosía2; 

En lo concerniente a la calificación principal por parricidio, el representante del 

Ministerio Público fundamentó su acusación en lo siguiente: 

 

El acusado F. C. H., resulta ser autor del delito contra la vida, el cuerpo y la 

salud (homicidio); debe responder con las penas establecidas en el tipo 

penal tipificado y previsto en el artículo 107 del Código Penal, concordante 

con el artículo 23 del mismo cuerpo de leyes, en agravio de la que en vida 

fue su concubina J. H. C., dado que existen elementos de convicción que 

evidenciarían que el imputado el 24 de junio del 2011, a las 12:00 horas 

aproximadamente en el inmueble ubicado en calle Dunker La Valle número 

210 —A Hunter, victimó a su conviviente, causándole en primer lugar 

lesiones, en diferente partes del cuerpo, así como en la cabeza que le 

hicieron perder el conocimiento, una vez inconsciente el imputado cogió una 

soguilla llegándola a ahorcar en forma alevosa3.  

 

En lo que respecta a la calificación alternativa por el delito de homicidio calificado con 

alevosía, el representante del Ministerio Público, en cumplimiento a lo dispuesto en el 

tercer inciso del artículo 349 del Código Procesal Penal, señaló que:  

 

F. C. H., en primer lugar, causó lesiones a J. H. C., dirigidas a ponerla en 

estado de indefensión, a fin de que no opusiera resistencia, luego de ello la 

estranguló con una soguilla dando cinco vueltas al cuello, todo ello a fin de 

asegurar la ejecución del homicidio.  

Respecto de la alevosía, se entiende que esta es la elección de 

determinados medios o modos tendientes a asegurar la ejecución del 

homicidio, los requisitos de alevosía son tres: a) el empleo de medios o 

modos que tienden a asegurar la ejecución del homicidio, b) la seguridad en 

la ejecución del homicidio y la ausencia de riesgo para el autor y c) la 

conciencia y la voluntad de utilizar medios y modos que tiendan a asegurar 

la ejecución del homicidio sin riesgo para el autor. 

                                                           
2
  Vigente al momento del evento criminar que, según el expediente, aconteció el 25 de junio del 

2011. 
3
  Véase el requerimiento acusatorio, quinto apartado. 



Por lo que los hechos se configurarían alternativamente en el tipo penal de 

homicidio calificado, previsto en el art. 108, inc. 3 por cuanto el acusado, 

para consumar el hecho delictivo, actuó con alevosía4.  

 

Saneado el requerimiento acusatorio de la Fiscalía, se dictó auto de enjuiciamiento para 

posteriormente dar inicio con el juicio oral. Al culminarse con dicho estadio del proceso, 

el Colegiado decidió condenar a F. R. C. H. como autor del delito de homicidio calificado 

con alevosía en agravio de J. H. C.  

Respecto a la calificación jurídica por el delito de parricidio, el Colegiado argumentó lo 

siguiente:  

 

- Del análisis de los hechos, no se llega a acreditar uno de los elementos objetivos 

del tipo penal de parricidio, esto es, el estado de concubinato o convivencia libre 

de impedimento matrimonial conforme lo exige la norma constitucional y el 

Código Civil. A partir de dicho fundamento invoca el artículo 5 de la Constitución 

Política del Estado el cual indica que “la unión estable de un varón y una mujer, 

libres de impedimento matrimonial, que forman un hogar de hecho, da lugar a la 

comunidad de bienes sujeta al régimen de la sociedad de gananciales en cuanto 

sea aplicable”. Asimismo, se remitió a lo dispuesto en el artículo 326 del Código 

Civil el cual refiere que “la unión de hecho, voluntariamente realizada y 

mantenida por un varón y una mujer, libres de impedimento matrimonial, para 

alcanzar finalidades y cumplir deberes semejantes a los del matrimonio, origina 

una sociedad de bienes […]”.  

- Uno de los presupuestos facticos del tipo penal de parricidio es la existencia de 

una relación de convivencia libre de impedimento matrimonial, si no concurre 

dicho presupuesto no se produce el parricidio. 

 

Por otra parte, en lo que respecta a la calificación alternativa por el delito de homicidio 

calificado con alevosía, el Colegiado explicó que:  

- El análisis de los hechos permite colegir que efectivamente concurren los 

elementos típicos objetivos y subjetivos del tipo penal de homicidio calificado con 

alevosía.  

- En cuanto a la conducta típica, se ha determinado fehacientemente que el 

acusado ha causado la muerte de la agraviada J. H. C., en estado de 

indefensión, esto es, habiéndola previamente privado del estado de conciencia, 
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para luego aprovechando esa circunstancia de indefensión, estrangularla con 

una soguilla con cinco vueltas atadas nudo tras nudo alrededor del cuello, 

asegurándose de ese modo el resultado muerte.  

- Si bien el asesinato alevoso hace referencia a la premeditación o planificación 

para cometer el hecho, no obstante, ello no siempre es así dado que un 

homicidio simple puede convertirse en asesinato en cualquier momento si 

concurre alguna circunstancia agravante. Sobre el particular, se remito a lo 

declarado por la perita Lupe Gladys Huasnayo Zevallos quien le practicó a la 

occisa el Examen Clínico Forense N.° 08-2011 mediante el cual especificó que 

la agraviada estaba inconsciente momentos antes de ser asesinada.  

- Se tiene plenamente acreditado que el resultado muerte de J. H. C. es 

objetivamente atribuible al acusado dado que ha sido la persona que ha 

efectuado el estrangulamiento lo que ha ocasionado la insuficiencia respiratoria 

por asfixia mecánica, hecho aceptado y reconocido por el imputado y 

corroborado con suficientes elementos de prueba.  

- El acusado ha actuado con dolo directo, esto es, con la conciencia y voluntad de 

quitarle la vida a su victima pues empleó el medio elegido, generó él mismo en 

forma previa las condiciones de indefensión y ejecutó su propósito, logrando el 

resultado muerte, sin ninguna posibilidad de chance de supervivencia para la 

víctima.  

Dentro del plazo establecido por nuestra legislación procesal penal, el representante 

legal del actor civil interpuso recurso de apelación en contra de la sentencia que 

condenó a F. R. C. H. Uno de puntos cuestionados fue en lo concerniente a la condena 

por el delito de homicidio calificado con alevosía dado que el apelante no estuvo de 

acuerdo con que se haya descartado la calificación por el delito de parricidio. En tal 

sentido, el actor civil sustento su impugnación en los siguientes fundamentos:  

- Del análisis a los fundamentos de la sentencia condenatoria, se deja entrever 

que para el Colegiado no puede considerarse la existencia de una relación de 

convivencia. Así, se observa que el órgano jurisdiccional recurre a lo establecido 

en el artículo 326 del Código Civil para descartar la imputación por el delito de 

parricidio.  

- Sin embargo, el Colegiado no atiende que estaba acreditado que la víctima ha 

compartido el mismo hogar, cohabitado, adquirido bienes y compartido su día a 

día con el acusado hasta éste que la asesinó. 

- El Colegiado tampoco no toma en cuenta que el precitado artículo del Código 

Civil constituye una disposición orientada a la regulación patrimonial y personal, 



pero que no está comprendida en el tipo penal del artículo 107 del Código Penal, 

por lo que no puede distinguir donde la ley no distingue.  

- La norma que regula el parricidio está referido a la gravedad que entraña el 

quitar la vida a alguien con quien has compartido la vida plena y públicamente, 

hecho que genera una confianza y la inhibición del cuidado devenido de 

sospecha de la persona con la que “convives”, por ende, no debió absolverse de 

este cargo principal dado que ciertamente la concurrencia de la relación de 

convivencia era plena.  

 

2. Cuestionamiento a la aplicación del sistema de tercios para la 

determinación de la pena 

 

IDENTIFICACIÓN 

Otra problemática identificada nace luego de la emisión de la sentencia de primera 

instancia, específicamente, en lo que respecta al monto de la pena. Así, el Colegiado le 

impuso al sentenciado una pena de 20 años de privación de la libertad; sin embargo, 

para el Ministerio Público dicho monto no era congruente con las circunstancias en las 

que se cometió el delito (conducta con alevosía). En segunda instancia, la Sala Penal 

de Apelaciones decidió reformar el monto de la pena para aumentarla a 22 años de 

privación de la libertad, sin embargo, para justificar el nuevo monto punitivo recurrió a la 

aplicación del sistema de tercios, en consecuencia, aparece la siguiente interrogante, 

¿era correcta la aplicación del sistema de tercios en el presente caso?  

 

ANÁLISIS 

Conforme se contempla en el escrito de requerimiento de acusación, el representante 

del Ministerio Público solicitó al Colegiado la imposición de una pena ascendente a los 

veinticinco años de privación de la libertad. Sobre el particular, la Fiscalía explicó que:  

 

[E]n mérito a los actuados contenidos en el expediente y teniendo en cuenta 

las condiciones personales del autor, que ha señalado que tiene quinto 

grado de primaria, que no cuenta con antecedentes penales, así como que 

no ha reparado el daño causado, la pena establecida para este delito se 

encuentra tipificado y previsto en el artículo 107 del primer párrafo del 

Código Penal, concordante con el artículo 23 del mismo cuerpo de leyes en 

agravio de J. H. C., de conformidad con los artículos 11, 23, 28, 29, 46, 92 y 



el 93; solicito se imponga al acusado F. R. C. H., la pena de 25 años de 

pena privativa de libertad5.  

 

Culminada la etapa de juzgamiento, el Colegiado le impuso a F. R. C. H. una pena de 

20 años de privación de la libertad efectiva en mérito a los siguientes principios:  

- Principio de legalidad. El delito de homicidio calificado con alevosía conmina con 

una pena privativa de libertad no menor de quince años teniendo como máximo 

35 años, conforme con lo previsto en el artículo 29 del Código Penal.  

- Principio de lesividad. En el presente caso, el acusado ha lesionado un bien 

jurídico de especial relevancia, la vida humana, generando previamente un 

estado de indefensión en la víctima. Por dicha razón, la pena conminada para 

dicho acto criminal debe alcanzar una magnitud considerable debido a la 

conmoción social que ha generado. 

- Principio de culpabilidad. De la prueba actuada en juicio oral se ha llegado a 

determinar que, antes al hecho denunciado, existió alguna forma de agresión 

entre el acusado y la agraviada, prueba de ello es que en el lugar se encontró 

restos de sangre de ambos, lo cual implica que el acusado cometió el hecho bajo 

un estado emocional con algún grado de alteración, como lo ha sostenido el 

propio acusado; sin embargo, tal hecho no descalifica el delito de asesinato 

cometido, sino que se toma en cuenta que el acusado se encontraba con la 

atención incompleta por los efectos de su estado emocional lo que se considera 

como una atenuante para la determinación de la pena.  

- Aunado a lo anterior se debe considerar que el acusado ha reconocido 

parcialmente los hechos, esto es, haber dado muerte a la agraviada, sin 

embargo, ha negado la concurrencia de las agravantes, por tanto, dicho 

reconocimiento no alcanza el grado de confesión sincera, pero es factible 

considerar para la atenuación de la pena solicitada, por cuanto tal 

reconocimiento parcial ha evitado la actuación de algunos medios de prueba. 

También se debe considerar la capacidad de comprensión del acusado quien 

contaba con grado de instrucción primaria. En consecuencia, y de conformidad 

con el artículo 21 Código Penal, corresponde disminuir prudencialmente la pena 

propuesta por el Ministerio Público. 

- Principio de proporcionalidad. Se debe tener en cuenta que el acusado 

tácitamente ha negado su responsabilidad penal por los delitos de parricidio y 

homicidio calificado, aceptando únicamente los hechos por el delito de homicidio 
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simple que no ha sido invocado por el Ministerio Público. Además, no se ha 

acreditado que el acusado sea habitual o reincidente en el delito, por ende, se 

trata de un reo primario, por lo que, haciendo la ponderación respectiva entre 

agravantes y atenuantes, principalmente la aceptación parcial de los hechos 

resulta razonable disminuir la pena solicitada por el Ministerio Público. Por lo 

anterior y en atención al artículo octavo del Título Preliminar del Código Penal 

resulta razonable y proporcional imponer al acusado una pena de veinte años de 

privación de la libertad efectiva.  

 

Luego de la emisión de sentencia, el representante del Ministerio Público interpuso 

recurso de apelación. Su impugnación se enfocó directamente en confrontar el monto 

de la sanción impuesta la cual, a su criterio, debía ser revocada para imponer una 

sanción de 25 años conforme con lo solicitado en su requerimiento acusatorio. En tal 

sentido, la Fiscalía se sostuvo en los siguientes fundamentos:  

 

- Si bien el acusado desde el comienzo de la investigación preparatoria, así como 

en el juicio oral, ha reconocido haber dado muerte a su pareja J. H. C., este en 

su defensa ha señalado que fue provocado por la agraviada quien le rompió la 

cabeza y en ese descontrol es que le dio muerte; situación que no causa 

certeza, motivo por el cual no se aceptó la solicitud de confesión sincera y 

terminación anticipada teniéndose en cuenta que dicho acusado no aceptaba 

haber dado muerte con la agravante de alevosía, conforme se ha demostrado en 

el juicio oral.  

- El Colegiado no ha tomado en cuenta lo expuesto por el Ministerio Público en el 

sentido de que el acusado, luego de haber asesinado a su pareja, intentó limpiar 

la escena del crimen conforme se ha expuesto al momento de realizarse el 

levantamiento del cadáver. En un primer momento, no se encontraron restos de 

sangre, sin embargo, debido a la acuosidad de los policías, así como a las 

pesquisas practicadas bajo el mando del Ministerio Público, se realizó una 

diligencia utilizando el reactivo luminol que permitió verificar que en gran parte 

del domicilio había restos hemáticos lo cual evidencia que el acusado intentó 

borrar la escena del delito. 

- El Colegiado tampoco ha tomado en cuenta la forma alevosa y cruel en que F. 

R. C. H. dio muerte a su ex conviviente ya que, como se ha demostrado, el 

sentenciado puso en estado de indefensión a la victima para darle muerte por 

cuanto se encontraron lesiones en la cabeza de la occisa lo que le ocasionó 

perdida del conocimiento: situación aprovechada por el acusado para asesinarla 



ya que se desprende de un razonamiento lógico que si no hubiese estado 

inconsciente la víctima, ésta se hubiese defendido o en todo caso puesto 

resistencia por instinto de supervivencia.  

- Asimismo, se debe atender a lo señalado por la perita Lupe Gladys Huasnayo 

Zevallos en lo referente a que no es casualidad que en el cadáver de la victima 

se haya encontrado cinco vueltas de soguilla en el cuello, la misma que fue 

atada nudo tras nudo; sino que dicha situación viene a constituir un indicativo 

que el acusado actuó de esa forma con el fin de asegurar la muerte de su 

víctima y que resulta imposible que con cinco vueltas la víctima haya podido 

salvarse.  

 

Finalmente, la Sala Penal de Apelaciones, en lo concerniente a este extremo de la 

impugnación y en aplicación al sistema de tercios6 decidió aumentar prudencialmente el 

monto de la pena impuesta en primera instancia, elevándola a 22 años de privación de 

la libertad. En tal sentido la Sala Superior explicó que:  

 

- En el caso en concreto, la individualización de la pena se ubica en el tercio 

medio, por cuanto, concurren tanto circunstancias agravantes y atenuantes 

generales previstas en el artículo 46 del Código Penal que fueron evaluadas en 

la sentencia apelada (véase numerales 13.3 y 13.4).  

- Respecto a las circunstancias agravantes genéricas, la sentencia apelada ha 

considerado la lesión de un bien jurídico de relevancia como la vida humana 

generándole previamente un estado de indefensión a la víctima, asimismo, el 

sentenciado tampoco ha tratado de reparar el daño ocasionado a los deudos de 

la víctima. 

- Respecto a las circunstancias atenuantes genéricas, la sentencia apelada ha 

atendido a que el hecho fue cometido por un solo agente, además ha 

considerado la edad, educación, situación económica, medio social, grado de 

instrucción (primaria del acusado), así como su condición de agente primario. 

Asimismo, la sentencia apelada establece que no han concurrido los 

presupuestos de confesión sincera, siendo que solo se ha suscitado un 

reconocimiento parcial de los hechos ya que el imputado concibió y aceptó su 

conducta como una de homicidio simple, sin reconocer la alevosía. Sobre el 

particular, si bien se estableció en primera instancia que hubo hallazgo de restos 

hemáticos en la escena del crimen (lo que evidenciaría que hubo lesiones 
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recíprocas entre la agraviada y el imputado), ello no desmerece la forma alevosa 

de la conducta del agente, por ende, no resulta aplicable artículo 21 del Código 

Penal para la concurrencia de una eximente incompleta pues no se ha 

establecido la concurrencia de una grave alteración de la conciencia en la 

conducta del imputado.  

- Por todo lo anterior, se aprecia un mayor número de circunstancias atenuantes, 

aunque esto no desmerece la concurrencia de circunstancia agravantes 

genéricas ya identificadas, por lo tanto, la pena debe graduarse en el tercio 

medio comprendido entre los 21 años y 8 meses hasta los 28 años y 4 meses. 

- La sentencia apelada ubicó la pena impuesta en el tercio inferior (20 años), y 

siendo que el impugnante ha sido el representante del Ministerio Publico, 

corresponde corregir la graduación de la pena en el tercio correspondiente 

(tercio medio), pero considerando que la pena debe fijarse en los extremos 

inferiores de dicho tercio. En consecuencia, la pena merecida para el caso es la 

de 22 años de privación de la libertad.  

 

3. Sobre la vulneración al principio de congruencia  

 

IDENTIFICACIÓN 

Uno de los puntos que confronta la defensa técnica del sentenciado, tanto mediante 

recurso de apelación como posteriormente a través del recurso de casación, fue 

respecto a la supuesta falta de congruencia entre el requerimiento acusatorio y la 

sentencia condenatoria. En segunda instancia, la Sala Penal de Apelaciones refutó 

dicho extremo de la impugnación del recurrente por no encontrar ninguna falta de 

congruencia. En tal sentido, es menester examinar la acusación fiscal, así como los 

argumentos de la sentencia condenatoria a fin de dilucidar si en efecto se ha 

configurado o no una trasgresión al principio de congruencia.  

 

 

 

 

ANÁLISIS 

Mediante recurso de apelación, la defensa técnica del sentenciado F. R. C. H. cuestionó 

la falta de correspondencia entre la acusación fiscal y la sentencia de primera instancia. 

Sobre el particular, el letrado defensor alegó que: 

 



Existe también incongruencia entre lo acusado por el Ministerio Público y lo 

sustentado en la sentencia, respecto a la alevosía; el primero sostiene que 

el aseguramiento de la muerte se dio porque se puso en estado de 

indefensión a la agraviada mediante golpes en el cuerpo y la cabeza; sin 

embargo, la sentencia se basa en lo dicho por la perito Huasnayo Zevallos 

quien señala que el aseguramiento de la muerte se produjo por las cinco 

vueltas de la soguilla, ya que con la primera vuelta hubiera podido morir, 

existiendo disimilitud en dichas afirmaciones7.  

 

En la sentencia de vista, la Sala Penal de Apelaciones emite pronunciamiento respecto 

a la supuesta incongruencia detectada por la defensa técnica del sentenciado. De esa 

manera, la Sala Penal de Apelaciones argumentó que:  

 

No se aprecia la contradicción alegada, por cuanto, de la acusación fiscal en 

el rubro III. Descripción de los hechos atribuidos al imputado, se imputa 

como fáctico ―el 24 de junio del año 2011 […] F. R. C. H. victimó a su 

conviviente J. H. C., causándole en primer lugar lesiones en diferentes 

partes del cuerpo, así como en la cabeza las que le hicieron perder el 

conocimiento, ya inconsciente el imputado cogió una soguilla con la cual 

ahorcó, realizando con dicha soguilla cinco vueltas a la altura del cuello y 

actuando con alevosía‖, mientras que en la sentencia, numeral 11.2. literal 

d) se concluye ―[…] en el presente caso se ha determinado fehacientemente 

que el acusado ha causado la muerte de la agraviada J. H. C., en estado de 

indefensión, esto es habiéndola previamente privado del estado de 

conciencia, para luego aprovechando esa circunstancia de indefensión, 

estrangularla con una soguilla, con cinco vueltas atadas nudo tras nudo 

alrededor del cuello, asegurándose de ese modo el resultado muerte‖; 

apreciándose correspondencia fáctica entre la imputación fáctica de la 

acusación y conclusión del Colegiado de primera instancia8.  

 

No conforme con la decisión de segunda instancia, la defensa técnica del sentenciado 

interpuso recurso de casación contra la Sentencia de Vista. De una revisión a sus 

fundamentos, se observa que el letrado defensor insiste en lo formulado en su recurso 

de apelación; sin embargo, tras invocar el primer inciso del artículo 429 del Código 
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Procesal Penal, concerniente a la causal de inobservancia de garantías constitucionales 

de carácter procesal, la defensa arguyó que: 

 

Según la imputación la agravante de alevosía estaría conformada por 

supuestamente dirigir la voluntad para colocar en estado de indefensión 

mediante los golpes en la cabeza; y, empero, se observa de la sentencia 

que la agravante de alevosía estaría conformada por las cinco vueltas con 

cuatro nudos de la soguilla utilizada circunstancialmente, lo cual vulnera el 

principio glosado [principio de congruencia procesal]. Los sujetos procesales 

no pueden añadir, variar, o modificar los hechos que son materia de 

investigación, existe para estos casos el llamado principio de congruencia. 

  

Líneas posteriores, el letrado defensor invoca también el segundo inciso del artículo 429 

del Código Procesal Penal, en lo referente a la causal de inobservancia de las normas 

legales de carácter procesal. De esta manera, explica lo siguiente:  

 

a) El requisito fáctico del principio de imputación necesaria debe ser 

entendido como la exigencia de un relato circunstanciado y preciso de 

los hechos con relevancia penal que se atribuyan a una persona.  

b) La inmutabilidad de los hechos (modificación, adición, disminución) debe 

surtir efecto durante el desarrollo de todo el procedimiento penal; es 

decir, que los sujetos procesales no puedan añadir, variar, o modificar 

los hechos que son materia de investigación, existe para estos casos el 

llamado principio de congruencia; los hechos deben quedar inmutables 

durante todo el proceso penal y el juzgador podrá variar la calificación 

jurídica pero nunca podrá desvincularse del acontecimiento histórico 

imputado (o como en este caso no puede soslayar que no existe base 

fáctica para dicha imputación jurídica).  

c) Asimismo, se tiene el Acuerdo Plenario Vinculante 01-2005/ESV-22 que 

ordena como precedente vinculante el tercer fundamento jurídico del 

Recurso de Nulidad 224-2005: ―[…] no puede sobrepasar el hecho y las 

circunstancias del mismo […] fijadas en la acusación (y lógicamente en 

la formalización de investigación) y en el auto de enjuiciamiento, lo que 

constituye un límite infranqueable para el tribunal de instancia […]‖.  

 



Finalmente, la Sala Penal de Apelaciones, mediante Resolución N.° 13, declaró 

improcedente el recurso de casación interpuesto por el sentenciado debido a que fue 

presentado fuera del plazo previsto en la norma procesal penal.  

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS Y LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

 

A. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

 

1. Sobre la calificación jurídica del hecho delictivo 

Opinamos que la calificación jurídica del hecho cometido por F. R. C. H. era la de 

homicidio calificado con alevosía conforme con lo decidido en la sentencia de primera 

instancia. En tal sentido, sostenemos nuestra postura en los siguientes argumentos:  

- La no concurrencia del vínculo de convivencia. En efecto, la principal razón por 

la cual el Colegiado decidió descartar la calificación por parricidio fue porque, en 

términos legales, no había un vínculo de convivencia entre el imputado y la 

agraviada dado que esta última sí tenía impedimento para constituir una unión 

de hecho puesto que, según su partida matrimonial emitida por la Municipalidad 

Distrital de Paucarpata, ella figuraba como una persona casada con F. Q. Á. 

quien, de acuerdo con los hijos de la víctima, estaba vivo. Ahora bien, debemos 

considerar que el derecho penal no define ni delimita los alcances interpretativos 

ni jurídicos de la institución de la convivencia puesto que dicha figura se 

encuentra regulada en el Código Civil siendo imprescindible recurrir a ese 

cuerpo de leyes para que el juez pueda interpretar y aplicar lo previsto en la 

norma en mención. De esta manera, si revisamos el artículo 326 del referido 

cuerpo normativo, observaremos lo siguiente: “la unión de hecho, 

voluntariamente realizada y mantenida por un varón y una mujer, libres de 

impedimento matrimonial, para alcanzar finalidades y cumplir deberes 

semejantes a los del matrimonio, origina una sociedad de bienes de hecho”. Este 

dispositivo normativo es en suma importante porque el derecho penal no le 

puede dar contenido a figuras jurídicas no penales. Además, por encima de la 

norma penal y civil tenemos a la Constitución cuyo artículo 5 también brinda un 

alcance conceptual de la convivencia entendida como “la unión estable de un 

varón y una mujer, libres de impedimento matrimonial, […]”. En estricta atención 

a las normas citadas, un sector de la doctrina refiere que para la constitución de 

una convivencia:  



 

[D]eben darse dos requisitos esenciales: primero, que ninguno de los dos, 

tenga algún impedimento legal (casado) y segundo, que tenga una 

permanencia en el tiempo por lo menos de dos años; si uno de ellos es 

casado, y da muerte a su conviviente, en definitiva no será parricidio y 

si a pesar de que ambos no tienen impedimento legal, pero se produce el 

homicidio antes de los dos años, tampoco se podrá admitir la concurrencia 

de esta figura delictiva [el resaltado es nuestro]. (Peña, 2019, p. 133) 

 

Es indispensable destacar ambos requisitos legales para la conformación de un 

vínculo de convivencia, siendo incluso que nuestra jurisprudencia no ha sido 

ajena a recurrir a dichos presupuestos para tener por constituido un vínculo 

convivencia. Es más, en un caso de homicidio, la Corte Suprema descartó la 

aplicación del delito de parricidio, sentenciando finalmente por el delito homicidio 

calificado con alevosía precisamente por la ausencia de uno de los requisitos 

para la constitución de dicha institución de derecho civil. Así, el pronunciamiento 

jurisprudencial estableció lo siguiente:  

 

Que los hechos antes mencionados, primero, no tipifican el delito de 

parricidio porque para que se presente el supuesto de "convivencia" se 

requiere, conforme al artículo 326 del Código Civil, dos años de convivencia 

–y agraviada e imputado solo tenían seis meses de convivencia–; segundo, 

tipifican, necesariamente, el delito de homicidio calificado por alevosía, 

puesto que la víctima se encontraba ebria y el imputado, sobre seguro, la 

sorprendió —incluso desarmada— y en base a su superioridad física, la 

atacó con un arma blanca, causándole severas lesiones que ocasionaron su 

muerte9. 

 

Por otro lado, encontramos pertinente pronunciarnos respecto a una afirmación 

vertida por el representante legal de los actores civiles toda vez que, en su 

escrito de apelación, alegó que el artículo 326 del Código Civil regula relaciones 

patrimoniales y personales que no son las contempladas en el artículo 107 del 

Código Penal. Dicho argumento ciertamente es peligroso dado que vacía de 

contenido a la figura del concubinato. En efecto, la convivencia va más allá de la 

unión de dos personas con el fin de prosperar personal y/o económicamente 
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  Véase, Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, Recurso de Nulidad 

N.° 1430-2014-Cusco, 21 de mayo del 2015, considerando tercero.  



puesto que quienes se unen sin someterse al régimen matrimonial, lo hacen 

para alcanzar distintos fines, mucho de ellos destinados a la mejoría de ambos 

convivientes. En esa línea de interpretación, Castro (2014) ilustra que:  

 

Cuando el artículo 326 del Código Civil establece que para ser reconocida 

una unión de hecho se requiere que deba alcanzar finalidades y cumplir 

deberes semejantes a los del matrimonio, está adoptando la «tesis de la 

apariencia matrimonial» seguida mayoritariamente en los diversos 

ordenamientos legales de Latinoamérica. En el entendido que solo es 

posible un reconocimiento si la relación de pareja extramatrimonial muestra 

un comportamiento responsable frente a las obligaciones que deben asumir 

entre ellos. (p. 88) 

 

Por lo anterior, podemos afirmar que la institución de la convivencia ampara una 

gran gamma de finalidades, así como lo hace un matrimonio. Esto resulta 

relevante para el derecho penal porque precisamente lo que se sanciona no 

solamente es el acabar con la vida del conviviente, —hecho de por sí muy 

reprochable—, sino también que se haya trasgredido esa unión voluntaria entre 

varón y mujer, resquebrajando los propósitos que ambos convivientes 

perseguían al constituirse en concubinato. En consecuencia, resulta 

indispensable que el aparato punitivo acredite dicho vínculo de convivencia para 

que, en mérito al principio de legalidad y proporcionalidad, se gradúe la sanción 

de acuerdo con lo establecido en la norma. Concebir lo opuesto, abriría la puerta 

a que el juzgador sancione como parricidio a cualquier tipo de unión entre varón 

y mujer lo cual es contrario los fines del ordenamiento jurídico.  

- La circunstancia agravante en el acto homicida. Nos referimos claramente a la 

alevosía impresa en el proceder criminal del agente el cual configura la 

circunstancia agravante prevista en el tercer inciso del artículo 108 del Código 

Penal. Sobre el particular, nuestra jurisprudencia ha establecido que:  

 

La alevosía es una circunstancia de naturaleza mixta en la que concurren 

tanto elementos objetivos, manifestados en este caso en el obrar sin riesgo 

y en el estado de indefensión de la víctima, por un lado, y en la voluntad y 

conciencia de aprovechar las situaciones objetivas que se presentan, por el 

otro; de acuerdo a esta posición, la alevosía no puede ser vista solo con una 

circunstancia objetiva o como una agravante subjetiva dado que ningún 



criterio aislado logra explicar satisfactoriamente su esencia, por lo que se 

debe hacer una consideración integral del hecho10. 

 

Por su parte, un sector de la doctrina reseña que el agente del homicidio 

calificado con alevosía:  

 

[A]rremete sobre su víctima, poder impetuoso, para que a través de ella, 

obtenga la consumación material, toda vez que, el modo de favorecer su vil 

proceder, se basa en el estado de indefensión total del sujeto pasivo, ello 

supone el grave acto circunstancial de su responsabilidad criminal, que 

incurre por medio de la traición y perfidia, siendo elemento apremiante para 

asegurar la acción, sin condicionar peligro alguno al autor, dado que su 

empleo consolidaría forma eficaz en su consumación. (Haro, 2019, p. 22) 

 

En es misma línea de pensamiento, Salinas (2018) sostiene que el homicidio 

agravado con alevosía se configura:  

 

[C]uando el agente actúa a traición, vulnerando la gratitud y confianza (la 

bona fide) que le tiene su víctima y a la vez aprovechando la indefensión de 

esta al no advertir, ni siquiera sospechar, el riesgo que corre su vida al 

brindar confianza a su verdugo creyéndole leal y quien muchas veces se 

presenta generoso. En otros términos, podemos definir la alevosía como la 

muerte ocasionada por el agente de manera oculta, asegurando su 

ejecución libre de todo riesgo o peligro e imposibilitando intencionalmente la 

defensa de la víctima. (Salina, 2018, p. 88) 

 

En el caso en concreto la conducta alevosa del acusado sí fue plenamente 

acreditada. Remontándonos a los hechos, tenemos que, en un primer momento, 

el acusado intercambió golpes con la víctima siendo que, en determinado 

momento y a causa de un movimiento brusco del agente, la víctima recibió un 

fuerte golpe en la cabeza quedando inconsciente: situación aprovechada por el 

sujeto activo quien inmediatamente procedió a amarrar una soguilla en el cuello 

de la víctima dándole cinco vueltas y haciéndole cuatro nudos hasta acabar con 

su vida. Al respecto, debemos tener en cuenta que, si bien dicha maniobra no 

fue planificada por el agente, no obstante, justo en ese instante en que el 
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  Véase, Recurso de Nulidad N.° 999-2004-Tacna, extraído de El Código Penal en su jurisprudencia, 
Lima-Perú: Gaceta Jurídica, p. 208.  



acusado observa que la víctima no puede oponer resistencia alguna es que 

decide valerse de ese estado de inconciencia para alcanzar su objetivo criminal. 

Esto podemos aseverarlo si ponemos mucha atención a cómo es que procedió 

el agente en contra de la vida de la agraviada: habiéndola puesto en estado de 

inconsciencia, amarrándole una soguilla alrededor cuello y haciéndole cuatro 

nudos hasta asfixiarla. Esta afirmación se encuentra plenamente acreditada a 

través de:  

i. El Informe de Necropsia Medicolegal N.° 000378-2011, donde se consigna 

como diagnóstico de muerte: insuficiencia respiratoria, asfixia mecánica y 

estrangulamiento, con agente causante: lazo constrictor al cuello.  

j. El informe pericial de la perita Lupe Gladys Huasnayo Zevallos quien, al 

verbalizar los resultados desprendidos del Examen Clínico Forense N.° 08-

2011, realizado sobre el cadáver de J. H. C., aseveró que el 

estrangulamiento fue violento causándole diversas lesiones al cuerpo de la 

víctima. Al respecto, agregó que la atadura fue realizada cuando la agraviada 

estuvo inconsciente, y precisó que en la parte interna del cuero cabelludo de 

la víctima se encontró un hematoma pronunciado. Es decir, la víctima habría 

recibido un fuerte golpe en la cabeza lo que lógicamente la colocó en un 

estado de inconsciencia o debilidad. A esto se suma otra afirmación de la 

perita quien refirió que, ante ese tipo de situaciones críticas para la vida, una 

persona buscaría oponerse a la agresión motivado por un instinto de 

supervivencia; sin embargo, de los análisis realizados al cuerpo de la víctima 

no se detectó ninguna lesión o huella en las manos de la agraviada siendo 

que las lesiones mayores se ubicaron en el cuello y la cabeza de la víctima. 

Finalmente, la especialista destacó el número de vueltas realizadas por el 

agente al momento del estrangulamiento. Sobre el particular, señaló que con 

una sola vuelta era probable que la víctima haya muerto, pero las cinco 

vueltas evidencian que se ha querido asegurar la muerte. Ciertamente dicha 

afirmación resulta bastante coherente y demuestra el completo desprecio por 

parte del sujeto activo hacia la vida de su víctima a quien decidió asesinar de 

forma efectiva. 

 

Dicho esto, consideramos pertinente recalcar que, en el mismo sentido que el 

juzgado en primera instancia, no todo homicidio calificado con alevosía requiere 

indefectiblemente de una planificación previa o de premeditación. Al contrario, en 

el transcurso entre que alguien decide matar a su objetivo hasta que finalmente 

alcanza dicho propósito pueden producirse muchas circunstancias o generarse 



diversas situaciones que modifiquen la magnitud del acto criminal lo que 

efectivamente incidirá en la calificación jurídica de la conducta. Sobre el 

particular, Peña (2019) informa que:  

 

Se hablaba, entonces, de que la alevosía supone “premeditación”, es decir, 

la planificación previa, antelada y fría de cometer el delito, pero no siempre 

será así, los factores concomitantes que rodean al suceso, puedan cambiar 

el plan criminal del autor de forma intempestiva. El asesinato por alevosía 

puede darse en cualquier momento, esto es, un hecho puede iniciarse 

como simplemente homicida y convertirse en asesinato en su 

transcurso, o bien, a la inversa puede hincarse como alevoso y terminar 

siendo simplemente homicidio [el resaltado es nuestro]. (p. 26) 

 

2. Cuestionamiento a la aplicación del sistema de tercios para la 

determinación de la pena 

En atención a la interrogante formulada, si era correcta o no la aplicación del sistema de 

tercios en el presente caso, consideramos que la Sala Penal de Apelaciones no debió 

aplicar el sistema de tercios para reformar la pena impuesta en primera instancia puesto 

que no sostuvo su proceder en presupuestos legales sino en lo establecido en un 

postulado doctrinario y otro jurisprudencial que no justificaron la aplicación de ese 

sistema de determinación de la pena. 

De esta manera, consideramos importante atender a los siguientes fundamentos:  

- Sobre la entrada en vigor del sistema de tercios. Dicho esquema de 

determinación de la pena fue implementado a través de la Ley N.° 30076: Ley 

que modifica el Código Penal con la finalidad de combatir la inseguridad 

ciudadana, publicada en el diario oficial El Peruano el 19 de agosto de 2013, es 

decir, después de dos años de ocurrido el evento criminal materia de análisis (25 

de enero del 2011). Sin perjuicio de lo antes dicho, cabe preguntarse ¿hubiese 

sido aplicable el sistema de tercios en el presente caso? La respuesta es 

afirmativa, pero siempre y cuando se atiendan a determinadas circunstancias del 

caso en concreto. Ya en un pronunciamiento de la Corte Suprema, donde 

precisamente se abordó la problemática en torno a la aplicación retroactiva del 

sistema de tercios, el máximo órgano jurisdiccional acotó que:  

 

Las normas penales que establecen los mecanismos para la determinación 

judicial de la pena tienen naturaleza sustantiva. En su aplicación rige el 

principio tempus comissi delicti. Por tanto, no son retroactivas, salvo la 



excepción prevista en el artículo 6 del Código Penal y el artículo 103 de 

la Constitución Política del Perú. En ese sentido, razonadamente, el 

impugnante reclama la aplicación indebida de la norma penal, pues al 

tiempo de la comisión de los hechos el sistema de tercios no estuvo 

vigente11 [el resaltado es nuestro]. 

 

Como respaldo del pronunciamiento antes citado, debemos atender al artículo 6 

del Código Penal el cual establece que ―la Ley Penal aplicable es la vigente en el 

momento de la comisión del hecho punible. No obstante, se aplicará la más 

favorable al reo, en caso de conflicto en el tiempo de leyes penales‖. Por su 

parte, el artículo 103 de la Constitución Política del Perú señala que ―[…]. La ley, 

desde su entrada en vigencia, se aplica a las consecuencias de las relaciones y 

situaciones jurídicas existentes y no tiene fuerza ni efectos retroactivos; salvo, en 

ambos supuestos, en materia penal cuando favorece al reo‖.  

 

En mérito a las normas citadas, se colige que la aplicación no retroactiva de la 

norma penal comporta una regla general y un límite al poder punitivo del Estado. 

Tanta es la relevación de dicho imperativo que adquiere incluso carácter de 

principio: principio de irretroactividad. Sobre el particular, Reátegui (2016) anota 

que: 

 

El principio fundamental es que es de aplicación la ley vigente en el 

momento de comisión del hecho punible, siendo una regla que deriva del 

principio de legalidad. Así, las leyes penales solo alcanzan a los hechos 

cometidos después de su entrada en vigencia.  

En otras palabras, la regla tempus regit actum está implícita en el principio 

de legalidad, en la medida en que para determinar si un comportamiento es 

delictuoso y qué sanción debe imponerse al agente hay que aplicar la ley 

vigente “al tiempo de cometerse”. (p. 601) 

 

No obstante, así como se establece una regla general, también se admite una 

excepción a la misma a la cual la doctrina la ha denominado como 

“retroactividad benigna” que resulta aplicable para los supuestos de conflicto 

temporal de normas penales, siendo su consecuencia jurídica la aplicación de la 

norma favorable al reo. Así Muñoz y García (2010) explican que: 
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De esta forma, la prohibición de retroactividad de la ley perjudicial para el 

reo confirma el carácter de límite para el Estado y garantía para el 

ciudadano que posee el principio de legalidad. Pero precisamente porque 

ése es el sentido de la presente garantía, cabe afirmar que la aplicación 

retroactiva de las leyes penales que beneficien al reo, no lesiona su 

contenido. (p. 141)  

 

En lo que concierne al caso en concreto, del análisis de los argumentos 

enumerados en la Sentencia de Vista con relación al monto de la pena, 

advertimos una particularidad imposible de pasar por alto: la Sala Penal de 

Apelaciones aplicó el sistema de tercios cuando ni siquiera había entrado en 

vigor. Así es, la Sentencia de Vista fue emitida el 7 de diciembre del 2012, 

mientras que el referido sistema de determinación judicial de la pena se 

incorporó a través de la Ley N.° 30076, publicada en El Peruano el 19 de agosto 

de 2013. Es decir, no existía conflicto temporal entre las normas penales 

aplicables al caso en específico puesto que, a la fecha de resolución de los 

recursos de apelación, no se encontraba incorporado el artículo 45-A del Código 

Penal y, en consecuencia, la Sala Penal de Apelaciones debió ceñirse a lo 

previsto en el artículo 45 y 46 del Código Penal, vigentes al momento del evento 

criminal.  

- Afectación al principio de contradicción. Consecuencia directa de lo anterior, —y 

fue una controversia que extrañamente no fue abordada por la defensa del 

sentenciado en su escrito de casación—, es la vulneración al principio de 

contradicción en perjuicio del sentenciado. En efecto, la aplicación del sistema 

de tercios, como se observa en autos, se llevó a cabo recién en segunda 

instancia y constituyó uno de los fundamentos adoptados por la Sala Penal de 

Apelaciones frente a los puntos impugnados por las partes; sin embargo, dicho 

órgano jurisdiccional, al momento de pronunciarse sobre el quantum de la pena, 

recurre sorpresivamente a un postulado doctrinario así como un pronunciamiento 

jurisprudencial vinculante, pero sin fundamentar los motivos por los cuales 

dichas fuentes le facultan a aplicar un mecanismo de determinación judicial de la 

pena no recogido en ninguna norma penal vigente al momento de resolver el 

recurso interpuesto. Así, si revisamos la Sentencia de Vista (considerando 4.4.), 

observaremos que la Sala Penal asevera lo siguiente: “por tanto a efecto de no 

incurrir en la imposición de penas no justas o ilegales corresponde analizar la 

pena a imponer siguiendo los pasos establecidos en la obra citada [refiriéndose 



al libro “Determinación judicial de la pena y acuerdos plenarios”, escrita por 

Víctor Raúl Prado Saldarriaga] y los acuerdos plenarios [refiriéndose al Acuerdo 

Plenario N.° 1-2008/CJ-116 que aborda el tópico de la reincidencia, habitualidad 

y determinación judicial de la pena]”. Ahora bien, más allá de que la 

jurisprudencia y la doctrina tiene la capacidad de vislumbrar ciertas vaguedades 

que pueden desprenderse de la lectura de determinadas normas penales, no 

debemos perder de vista que tanto la jurisprudencia como la doctrina, aun 

cuando se conciben como fuentes del derecho penal, estarán siempre 

subordinadas a la ley: la fuente principal para el derecho penal. En esa línea de 

pensamiento, un sector de la doctrina nacional establece que: 

 

Si bien la jurisprudencia no puede crear tipos de lo injusto o penas (función 

reservada exclusivamente a la ley), sin embargo, ella es una fuente de 

producción derivada, subordinada a la ley. De esta manera cumple una 

función complementadora y de apoyo a la interpretación [el resaltado es 

nuestro]. (Villavicencio, 2013, p. 145) 

 

En atención a lo expuesto, ¿por qué enunciamos una vulneración al principio de 

contradicción en el presente caso? Porque, recalcando, la aplicación del sistema 

de tercios se dio recién en segunda instancia, al momento de resolver las 

apelaciones interpuestas, y no fue empleada por el juzgado en primera instancia 

dado que no estaba vigente al momento de la emisión de sentencia y, por ende, 

no fue materia de discusión en juicio oral donde precisamente las partes, y sobre 

todo el imputado, pueden confrontar no solo los fundamentos facticos de la 

acusación sino también jurídicos. Sobre el particular, Oré (2016) informa que: 

 

El principio de contradicción es un mandato dirigido, tanto al legislador como 

al juez, para que organicen y dirijan el proceso, de forma tal, que las partes 

tengan la posibilidad de controvertir o rebatir posiciones antagónicas a 

la suya durante el desarrollo del proceso [el resaltado es nuestro]. (p. 182)  

 

Sin embargo, en el presente caso el imputado no pudo contraponerse a la 

aplicación del sistema de tercios dado que ni siquiera fue empleado por el 

Ministerio Público al momento de formular acusación, ni tampoco fue invocado al 

momento de interponer su recurso de apelación, siendo aún más alarmante que 

la Sala Penal de Apelaciones no haya explicado cómo es que la fuente 

doctrinaria y jurisprudencial, a las que recurrió, permiten la aplicación del sistema 



de tercios. En efecto, si revisamos los fundamentos de la Sentencia de Vista, 

advertiremos que la Sala Penal de Apelaciones cita algunos extractos del libro 

del jurista Víctor Prado Saldarriaga, pero ninguno vinculado al sistema de 

tercios, sino a otros aspectos de la determinación judicial de la pena. De igual 

forma ocurre con el Acuerdo Plenario N.° 1-2008 que establece un 

pronunciamiento vinculante en torno a la reincidencia, habitualidad y 

determinación de la pena siendo que, respecto a este último tema, la Corte 

Suprema no desarrolla ningún criterio para la aplicación del sistema de tercios 

en la determinación judicial de la pena, y resulta lógico porque dicho acuerdo 

plenario es de julio del 2008 (casi cinco años antes de la implementación del 

sistema de tercios).   

 

3. Sobre la vulneración al principio de congruencia  

Nuestra postura es que no hubo vulneración al principio de congruencia procesal como 

lo refirió la defensa técnica de F. R. C. H. En efecto, como lo estableció la Sala Penal de 

Apelaciones, no había incompatibilidad entre lo solicitado en la acusación fiscal y lo 

acreditado en la sentencia de primera instancia. Así, debemos atender a los siguientes 

argumentos:  

 

- En primer lugar, la defensa alega que hay una falta de correspondencia entre lo 

que estableció la Fiscalía dado que en su acusación había estipulado que el 

aseguramiento de la muerte, factor clave para la acreditación de la alevosía, fue 

consecuencia de los golpes propinados por el agente contra la víctima; no 

obstante, en la sentencia condenatoria, el Colegiado, amparándose en lo dicho 

por la perita, asumió que el aseguramiento de la muerte fue producto del 

ahorcamiento con la soguilla. Al respecto, debemos referir que la defensa 

técnica ha tergiversado los fundamentos de la acusación fiscal y la sentencia de 

primera instancia puesto que el Ministerio Público, en su requerimiento, sostuvo 

que la conducta alevosa del sujeto activo se acreditaba a causa de haber 

colocado a la víctima en estado de inconciencia: hecho precedente e inmediato 

a su muerte por asfixia a través del ahorcamiento con la soguilla. Por otro lado, 

el Colegiado no solo concuerda con la tesis incriminatoria de la Fiscalía, sino que 

además profundiza en su contenido puesto que la perita Lupe Gladys Huasnayo 

Zevallos explicó en juicio que el estado de inconciencia fue provocado por el 

agente quien le habría asestado golpes en la cabeza a la víctima, —esto se 

acredita a través de su informe pericial donde se detalla la presencia de un 

“hematoma pronunciado” en la cabeza de la víctima. En tal sentido, dicha 



condición de pérdida de la conciencia fue aprovechada por el agente para 

asfixiar a la víctima. En consecuencia, ambas posturas resultaron ser 

congruentes entre sí, no albergando ninguna clase de incompatibilidad entre los 

fundamentos propuestos en la tesis fiscal y los argumentos esgrimidos por el 

Colegiado.  

- Por otro lado, debemos enfatizar que, a diferencia de lo señalado por la defensa 

técnica del imputado, no se condenó a F. R. C. H. por un hecho que no haya 

sido propuesto en la acusación. Insistimos, la tesis fiscal siempre consistió en 

que el agente colocó a la víctima en un estado inconsciencia para 

consecuentemente darle muerte, —y es de destacar que dicha imputación fue 

empleada tanto para la calificación jurídica del hecho como parricidio (principal) 

como para la de homicidio calificado con alevosía (alternativa).  

En cuanto al denominado principio de congruencia procesal, invocado por la defensa 

técnica del imputado, debemos mencionar que se le ha concebido como parte esencial 

del principio acusatorio. Así, San Martín (2015) enseña que:  

 

Son tres las exigencias que plantea el principio acusatorio: 

[…]. 

C. Correlación entre la acusación y la sentencia. Establece una determinada 

correlación o congruencia (similitud, semejanza o correspondencia) entre la 

pretensión penal —asumida en la acusación oral, que es la que marca el 

límite entre lo prohibido y lo permitido— y el fallo. La congruencia o 

correlación es el deber de dictar sentencia impuesto al juez conforme a las 

pretensiones deducidas por las partes en el proceso. (p. 69).  

 

B. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

 

1. Sentencia de primera instancia 

Nuestra postura es conforme en parte con la sentencia de primera instancia que decidió 

condenar a F. R. C. H. como autor del delito de homicidio calificado con alevosía. Sin 

embargo, discrepamos en cuanto al monto de la pena impuesta y, sobre todo, por los 

criterios adoptados por el Colegiado para reducir el quantum de la pena propuesto en la 

acusación fiscal. En ese sentido, sostenemos nuestra opinión en los siguientes 

argumentos: 

- Correcta calificación jurídica del hecho delictivo. En efecto, el Colegiado tuvo que 

examinar dos calificaciones: una principal por el delito de parricidio (art. 107 CP) 

y otra alternativa por el de homicidio calificado con alevosía (art. 108.3 CP). 



Sobre el particular, y como abordamos en el apartado correspondiente, 

encontramos que la conducta del imputado se subsumía indefectiblemente en el 

tipo penal de homicidio calificado con alevosía. Como se revisó, uno de puntos 

que impidió la condena por parricidio fue la ausencia de relación convivencial 

entre acusado y agraviada: elemento indispensable para la estructura típica del 

parricidio. Por otro lado, el proceder alevoso del agente se halla plenamente 

acreditado a partir del Examen Clínico Forense N.° 08-2011, elaborado por la 

perita Lupe Gladys Huasnayo Zevallos quien en juicio oral explayó a cabalidad 

los resultados de su informe pericial el cual no fue desvirtuado por la defensa 

técnica del acusado. 

- Sobre el quantum de la pena. Sin entrar en contradicción con nuestra postura, 

consideramos que el monto impuesto al acusado no fue el apropiado. Desde 

nuestra perspectiva, creemos que la pena de 20 años de privación de la libertad 

por el delito de parricidio no fue congruente con el daño ocasionado por el 

agente. Tengamos en cuenta que, más allá de la condición de reo primario y 

otros aspectos personales del imputado (como su grado de instrucción de 

primaria), el agente acabó con la vida de quien consideraba su conviviente 

(concibamos esto en un sentido más fáctico que jurídico ya que fue por criterios 

legales que se descartó la calificación por parricidio), es decir, la persona con la 

que compartió su vida por más de catorce años, según lo declarado por el 

imputado y los hijos de la agraviada. A este debemos aunarle que el evento 

criminal debió ser afrontado por los descendientes de la occisa quienes siempre 

estuvieron atentos a ella hasta su último día de vida. Asimismo, es menester 

exponer dos hechos particulares: i. El imputado, luego del acto criminal, sustrajo 

del cuerpo de la víctima una suma de dinero (cinco mil soles): situación que 

pone en manifiesto un afán ambicioso de su parte en desmedro de la vida de su 

pareja; y ii. El imputado, luego del evento criminal, intentó borrar las huellas de 

su delito (hecho acreditado gracias a las pesquisas realizadas a la escena del 

crimen); además, desapareció por varios días luego de abandonar la vivienda de 

la víctima.    

- Confesión ineficaz del imputado. Ligado al punto anterior, encontramos relevante 

mencionar a la figura procesal de la confesión sincera dado que dicha institución 

fue empleada por el Colegiado para disminuir la pena solicitada por la Fiscalía 

en cuya acusación requirió se le imponga 25 años de pena privativa de libertad 

al acusado quien finalmente fue sancionado con 20 años. Ahora bien, el 

Colegiado indicó que se debe tomar en cuenta “la aceptación parcial de los 

hechos” por parte del imputado ya que este si bien aceptó haber finiquitado con 



la vida de la víctima, no reconoció su comportamiento con alevosía. Sin 

embargo, dicho enunciado no es de recibo por cuanto, en primer lugar, no hubo 

confesión de ningún tipo. En estricta atención al artículo 160 del Código Procesal 

Penal, “la confesión, para ser tal, debe consistir en la admisión por el imputado 

de los cargos o imputación formulada en su contra”. Asimismo, el segundo inciso 

requiere que la confesión “esté debidamente corroborada por otro u otros 

elementos de convicción”, a fin de obtener valor probatorio. En el presente caso, 

opinamos que la supuesta aceptación parcial de los hechos no escapa de ser 

una estrategia de defensa para garantizar una pena más beneficiosa para el 

imputado. Sobre el particular debemos observar dos hechos importantes: i. El 

imputado estuvo como no habido por varios días luego de cometido el delito 

(desde el 25 de junio hasta el 8 de julio del 2011 cuando decidió a ponerse a 

disposición de la policía); y ii. Pretendió siempre que lo condenen por el delito de 

homicidio simple pese a los medios de prueba que acreditaban una conducta 

más agravada, es decir, su “supuesta” confesión más que coadyuvar con el 

esclarecimiento de los hechos solo buscó atenuar su responsabilidad penal: 

situación que no debió merecer una disminución de la pena. Al respecto, la Corte 

Suprema con acierto ha establecido como jurisprudencia vinculante el siguiente 

pronunciamiento:  

 

La confesión, en su aspecto nuclear, importa el reconocimiento que hace el 

imputado de su participación en una actividad delictiva. Lo que se valora, 

en este supuesto, es la realización de actos de colaboración a los fines 

de la norma jurídica, por lo que se facilita el descubrimiento de los 

hechos y de sus circunstancias y autores. La confesión supone una 

especie de ―premio‖ a quien colabora con la justicia en el descubrimiento de 

un hecho que tiene relevancia penal y que le afecta como responsable12 [el 

resaltado es nuestro].    

      

2. Sentencia de vista  

Nuestra postura es conforme en parte con la decisión adoptada por la Sala Penal de 

Apelaciones en lo concerniente al incremento del monto de la pena impuesto en primera 

instancia, no obstante, discrepamos en lo que respecta a la aplicación del sistema de 

tercios para la determinación del nuevo monto punitivo. De esta manera, sin 

                                                           
12

  Véase, X Pleno Jurisdiccional de las Salas Penales Permanente y Transitorias de la Corte Suprema 
de Justicia de la República, Acuerdo Plenario N.° 4-2016/CIJ-116, 12 de junio del 2017, fundamento 
jurídico décimo noveno.  



sobreabundar en fundamentos respecto a la aplicación del sistema de tercios, —tópico 

ya abordado en un acápite anterior—, procederemos a sostener nuestra postura:  

- En cuanto a la apelación del sentenciado. La defensa técnica del sentenciado 

impugnó muchos puntos de la sentencia de primera instancia, pero en síntesis 

su recurso se enfocó en la calificación jurídica del delito, así como en el monto 

de la pena y el de la reparación civil; no obstante, sus pretensiones fueron 

desestimadas por la Sala Penal de Apelaciones. Consideramos que dicho 

extremo de la resolución fue correcto puesto que, en cuanto a la calificación 

jurídica del hecho, la defensa técnica insistió en la no existencia de alevosía en 

el acto homicida, considerándolo como un homicidio simple; sin embargo, dicha 

aseveración cae de cara frente a los medios de prueba que acreditaron de forma 

sucinta el proceder alevoso del agente. En lo concerniente al monto de la pena 

impuesta, la defensa técnica refirió que la cuantificación de la pena no se 

sostiene de ninguna motivación suficiente; sin embargo, dicho argumento no es 

de recibo puesto que la sentencia de primera instancia sí explica cómo es que 

llega a determinar una sanción de 20 años de privación de la libertad, en mérito 

a los principios de legalidad, culpabilidad y proporcionalidad: sopesando tanto 

circunstancias agravantes como atenuantes, y aunque no estemos conformes 

con el monto de 20 años de privación de la libertad, ello no resta crédito al 

proceder del Colegiado en primera instancia que fundamentó su condena en 

estricta aplicación de las normas sobre la materia. Finalmente, en cuanto al 

monto de la reparación civil, la defensa técnica indicó que la cantidad impuesta 

debe ser descartada por cuanto no estuvo debidamente motivada y, por lo tanto, 

la suma de cien mil soles solamente se sostiene de un criterio estimatorio y 

prudencial, pero sin brindar mayores argumentos. Aquí también debemos 

discrepar de lo sostenido por la defensa técnica puesto que el Colegiado sí 

cumplió con fundamentar su decisión ese extremo de la condena, es más, 

advertimos que el Colegiado optó por imponer la suma de cien mil soles por 

concepto de reparación civil la cual resultó ser mucho menor a la solicitada por 

los actores civiles (trescientos mil soles), lo que evidencia que el Colegiado 

examinó a cabalidad los argumentos esgrimidos por las partes procesales. Así, 

por ejemplo, uno de los argumentos destacables de la sentencia de primera 

instancia en cuanto a la reparación civil es respecto a las edades de los hijos de 

la víctima quienes eran personas adultas e independientes: condición que, 

según el juzgado en primera instancia, no propiciaba una situación de peligro 

para ellos puesto que podían subsistir por su cuenta.    



- En cuanto a la apelación del representante de los actores civiles. La parte civil 

confrontó la sentencia de primera instancia específicamente en lo concerniente 

al monto de la reparación civil solicitando que se aumente a trescientos mil soles 

como lo requirió desde un principio. Sobre el particular, consideramos que el 

Colegiado en primera instancia, a partir de una adecuada motivación, sí 

estableció un monto adecuado por concepto de reparación civil, sustentando su 

decisión en el principio de equidad y, sobre todo, atendiendo al daño ocasionado 

por el hecho delictivo. Al respecto, es de resaltar que, en los delitos contra la 

vida, ante la imposibilidad de restituir el bien lesionado por el delito, queda como 

única alternativa la indemnización del daño moral o personal ocasionado a los 

parientes de la víctima. Ahora bien, sin ánimo de incurrir en subjetividades, 

debemos insistir en que los hijos de la agraviada eran personas adultas e 

independientes, esto es, capaces de subsistir por sí mismas. Además, y en el 

mismo sentido que la Sentencia de Vista, el sufrimiento o aflicción de un adulto 

resulta ser más efímera o pasajera que en una persona más joven por lo que el 

daño mental y/o emocional tampoco es de gran magnitud. Y si bien no hay 

manera de valorizar una vida, tampoco se puede imponer montos exorbitantes 

so pretexto de reparar el daño ocasionado.  

- En cuanto a la apelación del representante del Ministerio Público. Como hemos 

argumento en el segundo problema jurídico identificado, la Fiscalía confrontó 

únicamente el monto de la pena impuesta por considerarle incongruente con la 

magnitud del daño causado por el delito cometido. Y si bien compartimos dicha 

postura, insistimos en que la actuación de la Sala Penal de Apelaciones, al 

momento de determinar la pena, no fue la correcta dado que siguió lineamientos 

doctrinarios y jurisprudenciales que no justificaron la aplicación del sistema de 

tercios en el caso en concreto siendo que el órgano jurisdiccional debió ceñirse a 

lo previsto en la normativa vigente sobre la materia.   

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 



IV. CONCLUSIONES 

 La calificación jurídica del hecho cometido por F. R. C. H. era la de homicidio 

calificado con alevosía: circunstancia plenamente acredita a través de medios 

probatorios como el informe de necropsia, el examen clínico forense y la 

declaración de la perita a cargo de la evaluación al cuerpo de la víctima.  

 La Sala Penal de Apelaciones no debió aplicar el sistema de tercios para 

reformar la pena impuesta en primera instancia puesto que no sostuvo su 

proceder en presupuestos legales sino en lo establecido en un postulado 

doctrinario y otro jurisprudencial que no justificaron la aplicación de ese sistema 

de determinación de la pena.  

 No hubo vulneración al principio de congruencia procesal, como lo refirió la 

defensa técnica de F. R. C. H., dado que, como lo estableció la Sala Penal de 

Apelaciones, no había incompatibilidad entre lo solicitado en la acusación fiscal y 

lo acreditado en la sentencia de primera instancia.  

 Estamos de acuerdo en parte con la sentencia de primera instancia que decidió 

condenar a F. R. C. H. como autor del delito de homicidio calificado con 

alevosía. Sin embargo, discrepamos en cuanto al monto de la pena impuesta y, 

sobre todo, por los criterios adoptados por el Colegiado para reducir el quantum 

de la pena propuesto en la acusación fiscal.  

 Estamos de acuerdo en parte con la decisión adoptada por la Sala Penal de 

Apelaciones en lo concerniente al incremento del monto de la pena impuesto en 

primera instancia, no obstante, discrepamos en lo que respecta a la aplicación 

del sistema de tercios para la determinación del nuevo monto punitivo.  
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VI. ANEXOS  

 Requerimiento de detención preliminar  

 Resolución que declara fundado el requerimiento de detención preliminar  

 Formalizar y continuar la investigación probatoria  

 Declaración del imputado 

 Declaración de los testigos 

 Requerimiento de prisión preventiva 

 Conclusión de la investigación probatoria  

 Acusación  

 Síntesis del juicio oral  

 Actas del juicio oral 

 Sentencia de primera instancia  

 Sentencia de segunda instancia 

 Casación  

 Protocolo de necropsia 

 

 

 

 

 

 

 




















































